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1.- VISTOS 

Se ocupa la Sala de desatar el  recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la interna MARTHA LUCÍA HERRERA HERNÁNDEZ, contra el auto interlocutorio proferido el treinta (30) de noviembre de 2006 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio del cual revocó la prisión domiciliaria que disfrutaba la sentenciada.

2.- PROVIDENCIA 

El juzgado que vigila la pena impuesta a la señora HERRERA HERNÁNDEZ, motivó su decisión con fundamento en el informe rendido por la Directora del Centro de Reclusión de mujeres, según el cual, el día tres (03) de septiembre de 2006, al pasar revista telefónica no se encontró a la interna en su residencia.

Cumplido el trámite contemplado en el artículo 477 de la Ley 906 de 2004, se obtuvo respuesta del defensor de la reclusa, quien manifestó que su prohijada no se encontraba en la dirección señalada por cuanto debió cambiar de residencia por problemas de convivencia familiar (a partir del día ocho 08- de agosto de 2006), situación que no pudo comunicar a las autoridades respectivas porque en la casa nueva no había teléfono.

Refirió el juzgado de primer grado, que la señora HERRERA HERNÁNDEZ incurrió en un desconocimiento de sus obligaciones, ya que su presencia en el sitio que determinó para purgar la pena era obligatoria. Por demás, el beneficio obedecía única y exclusivamente al disfrute de una gracia que a bien tuvo concederle el Juzgado fallador, pero que eso se hizo bajo ciertos compromisos entre los cuales se encontraba el mencionado. 

El a quo desestimó el argumento presentado por el defensor, relacionado con problemas familiares que la forzaron a trasladarse de casa, porque de aceptarse esa tesis, sería darle vía libre a todos los sentenciados que se encuentran en prisión domiciliaria para que cuando tengan algún percance, desconozcan por completo los compromisos adquiridos y tomen la decisión que más se acomode a sus intereses, sin contar con el Despacho que ejerce la vigilancia sobre la ejecución de la pena impuesta.

Por demás, tampoco dio crédito a la excusa vertida en el sentido de no tener teléfono en su nueva casa, porque bien pudo sacar algunos segundos antes de su traslado para hacer una llamada, o al llegar a su nueva residencia, valerse de alguien que le hiciera el favor. Destacó el amplio margen que tuvo para notificar su situación al Juzgado, dado que de conformidad con lo informado por el togado, la mudanza se efectuó desde el día ocho (08) de agosto, mientras el control de la cárcel se realizó el tres (03) de septiembre siguiente.

Recordó finalmente, que la señora HERRERA HERNÁNDEZ estaba bajo prisión domiciliaria, lo que significa que descontaba en su residencia la pena restrictiva de la libertad que le fue impuesta, con las mismas limitaciones que tendría de haber permanecido en un centro de reclusión. Precisamente por eso, no podía dedicarse, motu proprio, a abandonar su residencia sin autorización alguna, debiendo por lo menos suministrar oportunamente al Despacho las razones que justificaran un cambio tan intempestivo y así poder continuar ejerciendo la vigilancia de la ejecución de la pena.

3.-  RECURSO

El profesional que vela por los intereses de la sentenciada, centra su disenso en que con la respuesta explicativa sobre las razones que obligaron a su cliente a cambiar de residencia, solicitó la recepción de tres (3) testimonios de personas que podrían dar fe de las circunstancias de tiempo, modo y lugar del inesperado cambio. No obstante, fue sorprendido con la decisión adoptada por el Juzgado, consistente en la revocación del beneficio de prisión domiciliaria y la orden para su detención intramural, razón por la cual pide “la declaratoria de nulidad”.

En concepto del togado, el a quo desconoció normas de rango constitucional y procesal de efectos sustanciales, como son aquellos que consagran el respeto por la dignidad humana del penado, su presunción de inocencia, su derecho a la defensa; es decir, el derecho a presentar las pruebas tendientes a controvertir las que el Estado posee en su contra. Sostiene que en un Estado Social de Derecho la veracidad de la existencia de algo no se concluye con la constatación objetiva del mismo, sino que es necesario ir más allá y verificar esos supuestos de hecho, el porqué de los mismos, para luego confrontarlos y tomar una decisión que sustente una verdad completa y no una verdad a medias que fue lo que sucedió en el caso sometido a estudio.

Refiere que los testigos aludidos, declararían sobre las penurias que vivió la arrendadora con uno de los hijos de su cliente, por los problemas de drogadicción que éste padecía. De igual modo, las razones que tuvo la arrendadora para echar de la casa a su defendida, y sobre los problemas económicos por los que le ha tocado pasar, al punto que ni para pagar un teléfono tenía.

En su concepto, el debido proceso no termina con la firmeza de la sentencia condenatoria, ya que la fase de ejecución de la pena tiene sus propias reglas que hacen obligatorio acudir a las garantías consagradas en el artículo 29 constitucional, máxime si en esa instancia se inicia un trámite que tiende a desfavorecer los intereses del reo. Por ello, sostiene que no hay razón para que a una persona se le notifique la existencia de un trámite que tiende a desfavorecerlo, le adviertan que cuenta con diez (10) días para que se defienda y finalmente no se le permita hacerlo, lo que desnaturaliza el sentido de la norma y raya con la vía de hecho.

Agrega que la impresión que tiene, es que la persona a cargo de la sustanciación del proceso, no lo leyó, no leía los memoriales, o si los leyó, lo hizo a medias, para lo cual destaca que no entiende la razón por la cual en el auto del trece (13) de octubre se le pide que provea la dirección de su defendida, cuando desde el quince (15) de septiembre al descorrer el traslado, había suministrado esa información.

Solicita por tanto, la revocatoria del auto objeto de alzada, mediante su declaratoria de nulidad, y el restablecimiento del derecho de su cliente a continuar gozando del beneficio de la prisión domiciliaria hasta tanto sea “vencida en el juicio” de que trata el artículo 477 del C.P.P.   
4.-  Para resolver, SE CONSIDERA

Se tiene competencia funcional para estudiar lo relacionado con la actuación de revocatoria de la prisión domiciliaria que culminó con el proferimiento del auto interlocutorio apelado, por parte del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.6 de la Ley 906 de 2004.

4.1. Problema jurídico

El Tribunal deberá determinar si como lo pide el defensor, es procedente declarar la nulidad de la actuación surtida en el Juzgado ejecutor de la pena, con ocasión del trámite que concluyó con la revocatoria del sustituto de la prisión domiciliaria a la sentenciada. De ser negativa la conclusión, se procederá a desatar el recurso de apelación interpuesto.

4.2. Solución

4.2.1.  Acerca de la nulidad

En atención a que los hechos por los cuales resultó condenada la señora HERRERA HERNÁNDEZ tuvieron ocurrencia el veintinueve (29) de enero de 2006, el procedimiento se ha adelantado con fundamento en las disposiciones contenidas en la Ley 906 de 2004, lo que implica que el asunto de las nulidades deba ser analizado a la luz de esa codificación. En ese entendido, se tiene que lo atinente con la ineficacia de los actos procesales está regulado en el Título VI, artículos 455 a 458, último de los cuales estipula que solamente podrán invocarse las causales de nulidad que taxativamente estén consagradas en ese título. Ahora bien, el togado ha respetado tal limitación y ha alegado en el presente evento la causal relacionada con la violación de garantías fundamentales, prevista en el artículo 457 idem.
Debe decirse de una vez, que la declaratoria de una nulidad, dada su calidad de sanción procesal, debe ser el producto de un ponderado análisis de las circunstancias que rodean la actuación, consistente básicamente en la verificación del cumplimiento de unos requisitos señalados por la jurisprudencia desde tiempo atrás
, entre los cuales y para el caso concreto, importa destacar los siguientes: El Principio de trascendencia: Quien solicita la declaratoria de nulidad tiene el indeclinable deber de demostrar no sólo la ocurrencia de la incorrección denunciada, sino que esta afecta de manera real y cierta las garantías de los sujetos procesales o socava las bases fundamentales del proceso. Y el Principio de instrumentalidad de las formas: No procede la invalidación cuando el acto tachado de irregular ha cumplido el propósito para el cual está destinado, siempre que no se viole el derecho de defensa.

Con ese referente, emprende la Sala el análisis del caso presentado por el diligente defensor, para lo cual dirá: 

i) En lo que hace con el principio de instrumentalidad de las formas, no se observa vulneración, toda vez que la decisión adoptada respetó la obligación de darle la oportunidad a la sentenciada en el sentido de explicar las razones por las cuales abandonó su lugar de reclusión, tal como lo establece el artículo 477 del Código de Procedimiento Penal aplicable al caso. Prueba de ello, es que precisamente el profesional del derecho allegó el memorial pertinente, suministrando las explicaciones pedidas. Dentro de este acápite corresponde referir lo atinente al derecho de defensa, el que en criterio de la Corporación fue respetado, en especial, porque no se evidencia que se trate de una actuación realizada de manera oculta o sorpresiva; por el contrario, desde que se tuvo conocimiento del reporte negativo, se le comunicó a la sentenciada la determinación de iniciar el trámite referido con las consecuencias de la irregularidad informada.

ii) Frente al principio de trascendencia, es verdad que se echa de menos un pronunciamiento de parte del señor Juez de primer grado sobre el porqué omitió la práctica de los testimonios pedidos y en ello le cabe plena razón al impugnante; empero, simultáneamente, no es menos cierto que en palabras del propio defensor: “ellos depondrían sobre las condiciones que obligaron a la señora HERRERA HERNÁNDEZ a cambiar su lugar de residencia”, mas no sobre las razones por las cuales no se obtuvo el consentimiento previo del Juzgado para esa mudanza, o acerca del motivo para que, una vez ocurrido ese apresurado traslado, no se hubiera notificado el cambio de dirección. Esas explicaciones sobre la conducta adoptada solamente las podía suministrar ella y en efecto así lo hizo, por intermedio de su apoderado. Precisamente sobre esto, que era lo jurídicamente trascendente, sí se dio un pronunciamiento concreto por parte del señor Juez que vigila el cumplimiento de la pena.

Concluimos por tanto, que si bien lo deseable hubiese sido que el señor Juez de primer nivel se pronunciara sobre este punto en particular, que fue debidamente planteado por el abogado, esa omisión o falencia si se quiere, en criterio de la Sala, no posee la fuerza suficiente para justificar la invalidación de lo actuado. Así las cosas, resulta obligado para la Corporación entrar al análisis de fondo de la decisión apelada.

4.1.2. Acerca de la revocatoria

Desde ningún punto de vista puede entenderse que una persona a quien se le ha dado la oportunidad para que abrigada por su entorno familiar descuente la pena, ignore los compromisos inherentes al beneficio. Es lo que acontece en el presente evento, donde tal como se plasmó en la primera instancia, no se ponen en tela de juicio las razones por las cuales la señora MARTHA LUCÍA HERRERA HERNÁNDEZ tuvo que cambiar su casa de habitación. Lo que se censura en realidad, desde un plano eminentemente objetivo, es que no haya buscado la autorización judicial, no para cambiar de residencia, pues al fin y al cabo esa decisión hace parte de su derecho fundamental de locomoción, sino para alterar el sitio establecido para descontar la pena impuesta; y, de otro, una vez realizada esa irregular variación, no haber informado a la autoridad judicial respectiva en el tiempo prudencial que la situación permitía, a efectos de permitir la continuidad en el control que sabía debía llevarse a cabo en consideración a los especiales compromisos adquiridos.

Nótese que en el recurso se menciona que la dueña de la casa donde purgaba originalmente la sentencia la señora HERRERA HERNÁNDEZ, quedó con la información de la otra residencia y se comprometió a comunicar la nueva dirección de la penada. Una explicación de esta especie, por supuesto que no puede ser de recibo para la Judicatura, debido a que esa obligación estaba en cabeza de la sentenciada, es indelegable. Era ella –solamente ella- quien se había comprometido en los términos del artículo 38 del Código Penal a: Cuando sea del caso, solicitar al funcionario judicial autorización para cambiar de residencia, y por consiguiente, estaba enterada de las consecuencias que le acarrearía el infringir las prohibiciones que su condición de beneficiaria tenían aparejadas, no otra que: hacerse efectiva la pena de prisión.

Empero, así se admitiera en gracia de discusión, que en verdad fuese válido que delegara en otro ese deber de informar, se tiene para el caso concreto que lo realizado por la señora MARTHA es inconcebible, puesto que se sale de toda lógica que precisamente encomendara esa labor a quien la había acabado de expulsar de su casa. 

Y para agotar todos los detalles que contiene el recurso, la Sala dirá que tampoco pueden ser acogidos los argumentos vertidos en cuanto “no pudo la sentenciada comunicar su nueva ubicación al Juzgado, por no tener teléfono o incluso, no tener el dinero suficiente para su pago”. Una manifestación de ese talante, no tiene cabida en el mundo de hoy, donde existen pluralidad de medios de comunicación, cuando hubiera bastado simplemente acudir donde un vecino para hacer uso del teléfono -en especial porque el área a donde se mudó dista mucho de poderse considerar como un sitio “alejado o aislado”, dado que se trata de una zona céntrica del vecino Municipio de Dosquebradas-. O bien pudo escribir una nota y enviarla al Juzgado, o incluso, para ser más expedito el trámite, presentarse personalmente en ese despacho, para explicar lo acontecido, lo cual para los intereses de la interna, infortunadamente no ocurrió, pese a que como con buen tino lo señaló el señor Juez de primer grado, tuvo tiempo suficiente para proceder en esa dirección toda vez que entre la mudanza y la verificación del abandono del lugar domiciliario de reclusión, medió un lapso excesivo: casi un (1) mes. Ese mero transcurrir del tiempo, hace impensable que sean cuales fueren las razones que obligaron al cambio de dirección, no se hubiera tomado el trabajo la sentenciada de legalizar su situación.

Es evidente entonces, que sí se ejerció el derecho de defensa y contradicción, que la versión suministrada en pro de mantener por fuera del penal a la sentenciada, fue sopesada y valorada, pero finalmente desechada por las razones vertidas en la primera instancia, las cuales avala el Tribunal. En esos términos, no queda otra alternativa diferente a negar la declaración de nulidad pedida y proceder a confirmar la providencia apelada.

5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA  el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, objeto de alzada.

CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA

     
    Magistrado
 


  
          Magistrada

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


      CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ  

     
    Magistrado
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